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Asociación de Funcionarios Policiales en Actividad y Retiro de la Administración Central – Sindicato Policial

S.U.P.U.
 ________________________________________________________


Montevideo, 20 de junio del 2018.

COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN DEL SENADO. 

Presente. 


La Asociación de Funcionarios Policiales en Actividad y Retiro de la Administración Central, Sindicato Único de Policías del Uruguay (SUPU). Tiene el honor de elevar a la Comisión, como se nos solicitó por parte del Presidente el Senador Charles Carrera Leal, sus consideraciones sobre la reforma del CCP, (Carpeta 1092/2018 – Distribuido 1886/2018) que tendrá su efecto a su vez, sobre la ley 18315, que aspira a mejorar la eficacia policial en el marco de los procedimientos, para vuestra consideración.

LA PRIMERA REFORMA. 


 Con la entrada en vigencia del nuevo Código del Proceso Penal consagrado en la ley 19329 (CPP), algunos aspectos del procedimiento policial regulado en la ley 18315 se prestaron a confusión para la gran mayoría de los trabajadores policiales. 

Las innumerables consultas respecto a temas relacionados a detenciones, derechos, procedimiento, tiempos, cambios en general inundaron nuestros medios de comunicación en los primeros 48 días de aplicación del nuevo Código. Estas inquietudes no eran antojadizas o fruto de la pereza intelectual, muy por el contrario eran el interés de los compañeros/ras que realizan las actuaciones, era legítimo pues son los que prestan servicios en las unidades de primera línea en calle tanto en Montevideo como en todos los departamentos del interior, las dudas surgieron casi a nivel nacional. 

El registro.

Una de las consultas que superó los cientos de mensajes y llamadas se vincula a la reforma de la Ley de Procedimiento Policial (de ahora en más LPP) por el nuevo CPP. Vayamos por parte, la LPP establecía que; “La policía podrá realizar registros personales únicamente cuando de acuerdo a los criterios del numeral 1) del artículo 47 de la presente ley, exista flagrante actividad delictiva de la persona sometida a registro, o cuando, en el curso de un operativo policial debidamente dispuesto, existan motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, incluida la del personal policial interviniente o de terceros”. Es decir, abarcaba la flagrancia, la seguridad de personas involucradas, policías, así como terceros circundantes ajenos al procedimiento, el requerimiento a motivos suficientes o fundados, parece remitir a cuestiones de hecho, y no solicita que sean acreditados, al menos no en sede administrativa. 

Una crítica puede hacérsele a la redacción de éste artículo y es que si no se está en operativo, y hay ausencia de flagrancia, no se puede realizar registro, (“únicamente” dice el artículo) supongamos la mera actitud sospechosa de una persona que se halla observando o merodeando un lugar, una finca o zona determinada. Hablamos de realizar registro (sin descartar identificación desde luego) pero sin que ello implique una violación al derecho de circulación y permanencia si del registro-identificación, no surgen elementos. 

Pero en términos generales, podemos decir es bastante amplio y comprende dos situaciones bien claras. Debemos mencionar que bajo el concepto de “operativo debidamente dispuesto” ingresaban todos los registros personales de carácter preventivo que se llevaban a cabo en escenarios deportivos, cárceles, parlamento, entre otros. De ahí la importancia superlativa de mantener ese concepto en sede de registros en la nueva regulación, además de que apostaba a la fase preventiva de una forma eficaz, permitía evidenciar flagrancia, es decir constatar hechos ilícitos, como el porte de un arma en situación irregular en un espectáculo público, luego volveremos sobre la importancia del criterio de seguridad, como disparador de la fase preventiva. *   
Más adelante, el art. 44 inciso 3ro señala “En los casos del primer inciso de este artículo y con el mismo objetivo, podrá registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios o similares que la persona transporte”. En el mismo sentido, el art. 45 establece; “La policía podrá registrar cualquier tipo de vehículo de transporte de personas o de carga en procura de elementos que puedan poner en riesgo la seguridad propia, la de terceros o de objetos relacionados con la comisión de hechos ilícitos”. Criterio amplio con orientación enfocada claramente sobre la fase preventiva de la Policía en materia de registro del transporte de personas y carga que, una vez más, permite evidenciar flagrancia y elementos, indicios, etc.  

Por su parte del CPP, posterior en el tiempo, con igualdad jerarquía normativa, dispuso en su artículo 59 respecto de los registros personales; “Se podrá practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que viaje. Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a personas del mismo sexo del detenido. Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro de tal manera que pueda causar daño a la propiedad del detenido”. En éste artículo, pretendió unificarse los ya citados de la LPP, pero aquellos solo en una parte suponen casusa de detención previa, sea por flagrancia u orden del juez, pero nada dispone sobre los operativos debidamente dispuestos por la autoridad, además incurre en error requiriendo el formalismo de la autorización del fiscal, toda vez que se realice un registro, así como también supone que hay tiempo para efectuar dicha comunicación sin comprometer la seguridad de los involucrados (criterio del derogado art. 44 LPP). 

En otras palabras, el CPP derogó los artículos de la LPP y sus criterios en sede de registros, limitando éstos exclusivamente a quién se hallare legalmente detenido, es decir, una vez cumplidos los extremos del art. 219 (flagrancia, en sus tres modalidades) así como también para quién fugare estando legalmente detenido y al ser recapturado (literal b, art 53), o para quién, una vez identificado, tuviera orden judicial ordenando su detención (art 56, literal a, del CPP) lo que presupone, para realizar un registro, ineludiblemente una causa de detención, luego apela a concepto de fundadas razones contenidas en el art. 190 y 191 del CPP entrando en peligrosos criterios en términos de seguridad, como lo explicaremos.  

Por otro lado, bajo el título “De la prueba” el CPP en su artículo 198.1 señala que, “el registro tiene por objeto averiguar el estado de las personas, lugares, cosas, rastros u otros efectos materiales de utilidad para la investigación. De su realización se labrará acta y cuando sea posible, se recogerán o conservarán los elementos materiales útiles”. 

“189.2 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta inmediata a aquel, podrá inspeccionar o disponer el registro de lugares abiertos, cosas o personas, cuando existan motivos suficientes para considerar que se encontrarán rastros de delito, o que en determinado lugar se encuentra el imputado o alguna persona prófuga”. Parece versar más sobre situaciones de flagrancia impropia y de investigaciones posteriores en el tiempo sobre un hecho delictivo. 

Sin embargo seguidamente el mismo artículo en su numeral 189.3 señala “Si el hecho no dejó rastros o efectos materiales o si estos han desaparecido o han sido alterados, se describirá la situación que se encuentre y sus elementos componentes, procurando consignar asimismo el estado anterior, el modo, tiempo y causa de su desaparición o alteración y los medios de convicción de los cuales se obtuvo ese conocimiento. De la misma forma se procederá cuando la persona buscada no sea hallada en el lugar”. La solicitud de acreditar, al perecer, en sede administrativa los “medios de convicción” “motivos suficientes para considerar” parece razonable, lo que llama la atención es que sea requerida solo en caso de resultados infructuosos cuando lo útil, incluso para el proceso del caso sería conocerlos cuando hay resultado positivo. 

Y agrega en su 189.4 “de ser posible, se levantarán planos de señales, se usarán elementos descriptivos y fotográficos y se realizará toda otra operación técnica necesaria o útil para el cabal cumplimiento de la diligencia”.

“189.5 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí dando cuenta inmediata a aquel, podrá disponer que durante la diligencia de registro no se ausenten las personas halladas en el lugar, o que comparezca inmediatamente cualquier otra. Los que desobedezcan serán conducidos por la fuerza pública”. Delimitando el tiempo de la permanencia en sede policial luego de la conducción en el art 189.6 “La retención solo podrá durar dos horas, salvo que el juez habilitare un plazo mayor”.

 Probablemente sea éste 190.1 el que vino a sustituir los criterios de la LPP, que venimos de ver y que dice “Cuando existan fundadas razones para considerar que una persona oculta objetos en su cuerpo, vestimenta, efectos personales relacionados con el delito, la autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta inmediata a aquel, procederá a registrarlo. Antes del registro, se invitará a la persona a que exhiba y entregue el objeto buscado”. Aquí desaparecen al unísono la iniciativa y las razones de seguridad de la policía para traspasarlas a las personas sometidas a registro. 

Incurre en el error de dar la oportunidad a quién se someterá a un registro de tener la iniciativa en la acción, sea ésta para atacar a los policías o, como ha ocurrido, para intentar autolesionarse*. La solicitud al fiscal o su aviso, es en los hechos, una hermosa literatura, que en la mayoría de los casos no es posible hacerlo, por lo que implica desde el punto de vista de la seguridad en el marco de un procedimiento, o por lo que puede implicar la demora en un registro en términos de hallar prueba, indicios o elementos. La acción policial, para ser efectiva, generalmente tiene que evitar toda demora, especialmente en aquellas situaciones donde está en juego la integridad física de las personas, incluida la de los policías intervinientes. Por otro lado, imaginan que a un fiscal se lo despierte en cada oportunidad en que los policías en calle realizan un registro incluso a lo largo de la noche? Creemos que la norma debe ser realista y para ellos sugerimos revisar la cantidad de registros que pueden llegar a hacerse en un clásico, al ingreso de un día de visita a cárceles o en los trés turnos de las unidades de calle de la Policía. En pocas palabras, ocuparíamos muchísimo tiempo del fiscal dándole cuenta o pidiendo autorización.   

   
“190.2 El registro se efectuará por persona del mismo sexo siempre que sea posible respetando la dignidad y el pudor del registrado”. Principios contenidos en la LPP, (art. 44, 55) que si como se ha dicho, no se derogó, para qué repetirlos? 

   
“190.3 El registro puede comprender también equipaje y bultos, así como el vehículo utilizado. De todo lo actuado se labrará acta que se ofrecerá firmar a los involucrados, quienes podrán consignar las observaciones que entiendan del caso”. 

Fuera de éstas hipótesis que venimos de señalar no correspondería realizar registros personales desde el 1ro de noviembre del 2017 y así los registros personales han bajado sustancialmente, incluso en unidades como el Pado, de orientación netamente preventivo, esa realidad debería ya indicarnos algo.  

Conclusiones.


Qué podemos concluir si entendemos, como lo han hecho algunos profesores de la talla de Gabriel Valentín, respecto a que la entrada en vigencia del CPP, tácitamente derogó normas de la LPP? Lo principal es la reforma y en su caso limitación de los criterios para implementar un registro personal, (art. 44, 45, 53, 54, 55 inciso 2do, 127, 132, 141) sobre equipaje, sobre vehículos, así también en el marco de los espectáculos públicos, sitios que por si naturaleza el registro ha de ser preceptivo, cárceles, estadios, parlamento, aeropuertos, edificios públicos, de culto, incluso a los efectos de realizar espirometría, entre otros. Restringiendo no sólo la capacidad de prevenir, sino de constatar flagrancia por parte de la Policía. Pues la remisión que hace el proyecto del Poder Ejecutivo (carpeta 1092) en su art 2, que propone reformar el art 53 literal f del CPP, a normas de la LPP son inútiles, desde que éstos artículos han quedado derogados, ergo, la remisión es a normas derogadas por los nuevos criterios del CPP. 


Pero, cómo es eso de evidenciar o constatar flagrancia? Bueno, es que “en el curso de un operativo policial debidamente dispuesto” o cuando “existan motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, incluida la del personal policial interviniente o de terceros” muchas veces se hallaban situaciones que la configuraban, como por ejemplo la posesión de un arma de fuego de forma irregular, objetos provenientes de delitos cometidos o la compra y traslado de los mismos y muchísimas situaciones análogas que facilitaban constatar o evidenciar actividad delictiva en flagrancia, o en otros caos obtener indicios, evidencia para el inicio de una investigación criminal, mediante la aplicación de registros aleatorios así como de identificación como desarrollaremos más adelante. 

Sugerencias sobre registro. 

1) Mantener las razones de seguridad de; las personas sometidas al mismo, policías participantes y terceros legisladas en el art 44 de LPP, así mismo para implementar registros en el marco de operativos dispuestos por la autoridad, regulados en el mismo artículo, permitiendo que cubran eventos deportivos, ingreso a cárceles y edificios de instituciones públicas, cuando así se disponga de forma preceptiva. 

2) Eliminar la obligación de dar cuenta al fiscal o solicitarle autorización ante cada registro personal, permitiendo que el registro cumpla su función preventiva y permanezca por esas razones en la esfera de autonomía de la actuación policial. Como ustedes sabrán, suponemos, los registros (claves 14 en términos policiales) se comunican al Centro de Comando Unificado, al 911, si fuera necesario o a la unidad por comunicación interna para el superior del servicio, así como su motivo, pero si hay un resultado negativo luego de practicar los mismos, dar aviso al fiscal antes de realizarlos o después de hacerlo enlentecerá de manera significativa la actuación policial en el primer caso o entorpecerá la comunicación entre policías y fiscales en momento dónde el tiempo debe emplearse de manera inteligente. En cualquier caso, siempre el fiscal (art 58) o juez, puede solicitar que se acrediten los motivos de su implementación a los policías actuantes.

3) Eliminar el término “únicamente” del art. 44 imposibilita que la policía actúe supongamos ante la mera actitud sospechosa de una persona que se halla observando o merodeando un lugar, una finca o zona determinada. Hablamos de realizar registro (e identificación desde luego) pero sin que ello implique una violación al derecho de circulación y permanencia si del registro-identificación, no surgen elementos. 

4) El art. 59 del CPP, dejó sin autonomía lo que señala el art. 144 de LPP, imposibilitando tanto la aplicación de controles rutinarios, registros y hasta espirometría de carácter preventivo, o en el marco de un operativo, ya que requiere que la persona, como dijimos, esté ya legalmente detenida, ergo, presupone que existe una causa de detención, y en flagrancia no vemos problema, pero se vuelve imposible realizar controles, operativos, de rutina y de control en fase preventiva apoyando operativos en zonas cercanas o de forma aislada por razones de estrategia operativa. Y a diferencia de lo que pasaba con el art. 144 de LPP, el 190 y ss, del CPP, requieren además la autorización o aviso al fiscal inmediato al fiscal, inconveniente como hemos señalado, pero aunque se pretenda decir que no hay impedimentos para realizar el registro personal en los términos del 144 de LPP, en los hechos, será imposible pedir autorización o poner en conocimiento “inmediato” (concepto indeterminado) al fiscal, mejor hubiera sido remitirse al art. 6to de LPP, es decir un plazo de dos horas máximo. Yendo un poco más allá, debe entenderse que por éste artículo no puede aplicarse los controles vehiculares de rutina o en el marco de un operativo (supongamos un cierre departamental o una fuga de una cárcel). Descartamos en ésta hipótesis el art. 190 y ss, puesto que habla de “resolución de la autoridad competente” ergo orden del juez.  

Sin perjuicio de lo anterior, que siempre es difícil explicar y ejemplificar de forma escrita, nuestra organización sindical, queda a las órdenes para concurrir al seno de la Comisión para cualquier duda o planteo que al respecto se tenga sobre el presente. 

La identificación.

Recordemos que el Artículo 43 LPP, expresaba “(Solicitud de identificación).- En el marco de procedimientos que tienen por objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente o fugadas, la policía puede solicitar la identificación correspondiente a personas que razonablemente puedan coincidir con la requerida. A los efectos de confirmar la identidad manifestada por una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de documento idóneo para tal fin”. 

Éste criterio muy limitado que regulaba la LPP, daba una facultad menguada a la Policía para realizar la solicitud de identificación, obsérvese que habla de procedimientos, no de operativos como lo hacía en sede de registros, limitándolo al objetivo de la búsqueda y detención de personas requeridas por la justica competente o fugadas, cerrando de plano la posibilidad de solicitar se acredite identidad de forma aleatoria y preventiva, un error que imposibilitaría solicitar identificación en el marco de operativos policiales que tengan otras finalidades a las señaladas por dicho artículo, un ejemplo sería la persona denunciada, sobre la cual aun no hay requerimiento judicial, pero si policial. Sabemos que es una cuestión de horas, pero en esa hipótesis la policía no estaría facultada para solicitarle la identificación. 

Pueden parecer detalles, aunque preferimos llamarlos “agujeros en la red”. Éste artículo también suponía que la Policía, estaba enterada de la identidad y características de personas requeridas por la justicia competente, lo que escapa a la realidad, a lo sumo lo que se posee y con acceso restringido es lo que se publica en el Boletín de Ordenes Diarias de cada Jefatura, dónde solo figuran nombres, apellidos, edad y el pedido de captura, detención o averiguación de paradero. 

Dentro de esas características, no se cuenta con información relacionada con su estatura, peso, cutis, cabello, características físicas especiales, etc. Bien puede, utilizar esa carencia de datos la Policía, como creo que ha ocurrido, para solicitar identificación al barrer, instaurando en los hechos, un criterio preventivo. Sostener otra cosa, salvo que se integre una unidad de investigación con acceso a otro tipo de información sobre dichas personas, es negar la realidad. Situación que puede mejorarse, pero que no es el objeto inmediato de estas consideraciones.  

Luego seguía el artículo diciendo “En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona se niegue a identificarse (numeral 6º del artículo 360 del Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia policial, y se dará cuenta de inmediato al Juez competente en los términos establecidos en el artículo 6º de la presente ley”. Puntualizamos que conducción no es detención, pero el buen juicio aconseja no trasladar una persona en un móvil policial sin antes realizar un registro personal, extremo que quedaba cubierto por el art. 44 de LPP, en su segunda hipótesis. 

Más abajo finalizaba diciendo “En caso que la persona declare su identidad pero se tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración, o presente documentos o testimonios sobre los que la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, ni se pueda, en el lugar, establecer la identidad por otros métodos alternativos, podrá ser conducida a la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello, de inmediato, al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 6º de la presente ley”. No especificaba los medios para confirmar su identidad, pero eran los que a grandes rasgos, dispuso expresamente el CPP, en ese punto fue útil la reforma. 

Ahora veamos el CPP, que dispuso en su art; “55.1 La autoridad administrativa podrá además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, como la existencia de un indicio de que esa persona haya cometido o intentado cometer delito, que se dispone a cometerlo, o que puede suministrar información útil para la indagación de un ilícito penal”. La nueva redacción amplia el rango pasando de personas requeridas por la justicia y fugadas a una fase más preventiva, pero impone “casos fundados, existencia de indicio de comisión o intento de comisión delito o actos preparatorios o como parte de una investigación relacionada a aquellos.  

55.2 La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre y por cualquier medio idóneo. El funcionario deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos documentos. Si esto último no resultare posible y la persona autorizara por escrito que se le tomen huellas digitales, estas solo podrán ser utilizadas con fines identificatorios”. Recordemos el distingo entre conducción y detención. 

“55.3 En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si habiendo recibido las facilidades del caso no lo hubiera hecho, la policía podrá conducirla a la unidad policial más cercana, exclusivamente con fines de identificación”. Ídem que en el anterior, pero una aclaración de orden, no toda unidad más cercana cuenta con sistema de identificación, salvo que intervenga Policía Científica con equipos móviles a requerimiento de la unidad. 

“55.4 La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá ejercerse de la forma más rápida posible. En ningún caso, el conjunto de procedimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo mayor de dos horas, transcurridas las cuales la persona será puesta en libertad”. Un apunte no menor, bajo la forma de duda, es qué pasa con la persona que negándose a identificarse, o haciéndolo por medios que permitirían dudar de su regularidad (presuntamente apócrifos) o la cual la Policía no logra identificar en ese plazo. Pues, de quién no se conoce identidad, o se sospecha de ella, mal podrá emplazárselo o concurrir a cirtarlo en otra oportunidad. 
El Art. 56 agrega; “En cualquier caso en que hubiere sido necesario conducir a la unidad policial a la persona cuya identidad se trata de averiguar en virtud del artículo precedente, el funcionario que practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se comunique a un familiar o a otra persona, su permanencia en la repartición policial. El afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con otras personas detenidas”. La conducción supone la privación de la libertad ambulatoria, lo que quizás podría agregarse que, sin perjuicio de los impedimentos de ingreso a celda o calabozos, o de estar en contacto con personas detenidas, se permita emplear medidas de seguridad como las esposas y el registro personal básicamente para evitar fugas, u otros riesgos vinculados teniendo en cuenta la carencia de personal en las unidades, en el marco de una conducción con éstos fines. 
Art. 57; “Sin perjuicio de las instrucciones particulares que el fiscal actuante imparta en cada caso, el Fiscal de Corte regulará mediante instrucciones generales el procedimiento con que la autoridad administrativa cumplirá las funciones previstas en los artículos precedentes, así como la forma de proceder frente a hechos de los que tome conocimiento y respecto de los cuales los datos obtenidos sean insuficientes para estimar si son constitutivos de delito”, las llamadas instrucciones generales. 
Ahora bien, ya aclaramos el punto de cuando procede registros personal y cuando no, pero cabe preguntarse, o es ineludible hacerlo; qué modifica en términos de resultados del procedimiento policial éste cambio? 

Quizás lo primero que pueda decirse es que no escapa a nadie que la identificación por sí, como medida preventiva o disuasiva es mucho menos eficaz en la gran mayoría de los casos si no está acompañada de un registro personal, del equipaje o hasta de los vehículos, extremos limitados por el art. 59 del CPP que requiere una detención y no una conducción. 

También el CPP abre la posibilidad de realizar registros de varios tipos, repasemos “personas, lugares, cosas, rastros u otros efectos materiales de utilidad para la investigación” (189.1 a 196) y aquí la contradicción en el CPP con su propio art. 59 que requiere que la persona esté “legalmente detenida”, situación que tampoco se da en las hipótesis de los numerales 1 y 2 del art. 189, así como tampoco en los procedimientos regulados en los art 50 a 56, es decir identificación, especialmente la que implica traslado y permanencia en una unidad policial.  

Es que a nadie puede escapar que, de acuerdo a los extremos de la  LPP art 48, 49, 52, 120 y art. 55.3 y 261 del CPP) la conducción con fines identificatorios o citación no es detención y por tanto no procede o habilita la realización de registro personal por la autoridad administrativa, y además son diferentes conceptos no sólo porque así lo establecen los artículos referidos, lo son por el tratamiento diferencial de forma y tiempo que debe aplicar la autoridad administrativa para llevarlas adelante. 

En otras palabras, cuando las facilidades que la autoridad administrativa (Policía) da para la identificación de la persona no hubieran arrojado un resultado positivo o se negare directamente la persona, deberá ser trasladada a la unidad policial más cercana, en un móvil policial, sin medias de seguridad (esposas), sin que se le practique un registro personal y sin tener certeza al momento, porque no está identificado aun, de si tiene una orden de detención en su contra de la justicia competente, salvo que “existan motivos suficientes para considerar que se encontrarán rastros de delito, o alguna persona prófuga” pues sólo cabe concluir; menudo riesgo tienen que afrontar los policías de calle con el nuevo marco normativo de actuación, recordando que en la actualidad los pocos policías que cumplen funciones dentro de las unidades, desarrollan multitareas y desde hace unos años, tenemos civiles dentro de las unidades (becarios) a quienes también debemos proteger, sin perjuicio de los cuidados propios. 


Sin perjuicio de lo anterior, que siempre es difícil explicar y ejemplificar de forma escrita, nuestra organización sindical, queda a las órdenes para concurrir al seno de la Comisión para cualquier duda o planteo que al respecto se tenga sobre el presente. 


Sugerencia de redacción para el proyecto del Poder Ejecutivo en carpeta 1092/2018. 
SOBRE EL PROYECTO DE REFORMA DEL PODER EJECUTIVO.
Por todo lo expuesto sobre registro personal e identificación y sus efectos sobre la actuación administrativa de la Policía y el impacto que puede tener sobre la prevención y represión del delito, resulta difícil ensayar una propuesta de redacción que se limite solamente a lo que ha planteado el Poder Ejecutivo, sin embargo hallamos puntos de referencia general con lo que ha propuesto el Prof. Gabriel Valentín al cual tomándolo como base, le agregamos algunos puntos.   

Artículo 1°. Sustitúyese el artículo 49 del Código del Proceso Penal, por el siguiente:

"ARTÍCULO 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea Nacional en el Proceso Penal).-

49.1  La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval, la Policía Área Nacional, y toda otra que cumpla funciones de policía judicial, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad con las instrucciones que les impartan los fiscales y lo previsto en las disposiciones legales vigentes.

49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten los tribunales.

49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la investigación de hechos ocurridos en el interior de los mismos, actuando de conformidad con las previsiones de este Código.”

Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 53 del Código del Proceso Penal, por el siguiente: 

"ARTÍCULO 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los fiscales: 

a) prestar auxilio a la víctima; 

b) practicar registros e identificación de personas en el marco de operativos o procedimientos policiales que tengan como finalidad; la detención de personas en flagrancia, fugados de centros carcelarios, fugados luego de estar legalmente detenidos, o en procurando la detención de personas requeridas por la justicia competente, así como también en todos aquellos casos en que la autoridad administrativa lo disponga de forma preceptiva para ingresar a centros carcelarios, edificios públicos, o espectáculos deportivos, etc.

c) también practicar registros e identificación de personas en el marco de actuaciones policiales, dentro o fuera de las dependencias policiales, cuando existan motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, incluida la del personal policial interviniente o de terceros, así como en los que tengan el objetivo de la disuasión y prevención del delito. 
d) practicar la detención en los casos de flagrancia, fuga, o personas requeridas por la justicia competente, conforme a la ley;
e) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de local cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio Público designe. Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios intervinientes; 

f) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten voluntariamente en las diligencias que se realicen por la autoridad administrativa de acuerdo a lo dispuesto en la ley; 

g) recibir las denuncias del público; 

h) efectuar las actuaciones que dispusiere la ley de procedimiento policial y otras normas legales y reglamentarias.

Se declara que la ley 18.315, de 5 de julio de 2008, y sus modificativas, se encuentran vigentes en todo lo que no se oponga al presente Código”.

Artículo 3°.- Sustitúyese el artículo 54 del Código del Proceso Penal, por el siguiente:

"ARTÍCULO 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio Público. Sin perjuicio de ello, procederá a realizar las diligencias que correspondan a la investigación del hecho, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de información inmediata a la autoridad competente.”

Artículo 4°.- 

Sustitúyese el artículo 59 del Código del Proceso Penal, por el siguiente:

"ARTÍCULO 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- Se podrá practicar registros e identificación de personas en el marco de operativos o procedimientos policiales que tengan como finalidad; la detención de personas en flagrancia, fugados de centros carcelarios, fugados luego de estar legalmente detenidos, o en procurando la detención de personas requeridas por la justicia competente, así como también en todos aquellos casos en que la autoridad administrativa lo disponga de forma preceptiva para ingresar a centros carcelarios, edificios públicos, o espectáculos deportivos, etc, el registro comprende de su vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que viaje.

También se podrá practicar registros e identificación de personas en el marco de actuaciones policiales, dentro o fuera de las dependencias policiales, cuando existan motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, incluida la del personal policial interviniente o de terceros, así como en los que tengan el objetivo de la disuasión y prevención del delito. 
También se practicará el registro personal a aquellas personas de las que existan indicios de que hayan cometido delito, intentado cometerlo o que se dispongan a cometerlo.

Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a personas del mismo sexo del detenido.

Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro en caso que se pueda causar daño a la propiedad del detenido.”

Artículo 5°.- 

Sustitúyese el artículo 61 del Código del Proceso Penal, por el siguiente:

"ARTÍCULO 61. (Declaraciones del imputado ante la policía).-

La autoridad administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado a los efectos de constatar su identidad. Cuando el imputado manifieste ante la policía su disposición a declarar, se tomarán las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto no fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que voluntariamente quiera prestar, previa autorización del fiscal quién dará las instrucciones que crea convenientes en cada caso y bajo su responsabilidad. En todo caso, la declaración del imputado se hará en presencia de su defensor y será registrado en audio e imagen elevándose al fiscal.”
Esperamos sean de utilidad los aportes y podamos desarrollarlos en el seno de la Comsión. 

Atte. 

COMISIÓN DIRECTIVA SUPU. 
Fundada el 3 de Febrero de 2005

Con Personería jurídica 10266. Tel. 43521895. E-mail: supuflo@hotmail.com
www.sindicatopolicial.com.uy
Integrante de la Confederación de Trabajadores Policiales y Penitenciarios de América Latina 

